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u La importancia histórica de la 
Comisión para la Reforma del 
Estado del Senado de la República
Francisco Javier Jiménez Ruiz1

1.	 Introducción

Desde 1977 hasta nuestros días, México ha venido experimentando una 
serie de cambios políticos e institucionales que han determinado un 
fenómeno político preciso: la instauración de la “democracia electo-

ral mexicana”. En otras palabras, esto ha significado el debilitamiento del ré-
gimen post-revolucionario y la desaparición de su correspondiente sistema 
de partido hegemónico y ha sido sustituido por la alternancia política en la 
presidencia de la República. A pesar de las transformaciones, las principales 
instituciones del Estado mexicano no se han modificado para responder a la 
realidad del México del siglo XXI.

Las dimensiones del cambio no solamente han determinado transforma-
ciones en el régimen político, sino también fuertes modificaciones en el sis-
tema político. Lo que no se ha tocado es la forma mediante la cual el Estado 
mexicano se estructura y operativiza.1

Debido a que la nueva realidad política no corresponde al diseño institu-
cional conformado desde 1917 y hasta 1996, se ha vuelto impostergable la 
reforma del Estado mexicano.

Por primera vez en la historia de México, las fuerzas políticas nacionales, 
en el seno del Congreso de la Unión, pactaron la creación de la Ley para la 
Reforma del Estado. Esto propició que en la Cámara de Diputados se creara la 
Comisión Especial para la Reforma del Estado que tendría una vigencia de un 
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año. Por su parte en la Cámara de Senadores se creó la Comisión Ordinaria para 
la Reforma del Estado.

El 13 de abril de 2007 el Poder Ejecutivo federal publicó el decreto median-
te el cual se promulga la Ley para la Reforma del Estado. Esta normativa tiene 
como objetivo principal establecer los mecanismos para el análisis, negocia-
ción y construcción de acuerdos para la concreción del proceso de la Reforma 
del Estado mexicano. El artículo 2 de esta ley determina la creación de la “Co-
misión Ejecutiva de Negociación y Construcción de Acuerdos del Congreso de 
la Unión (CENCA) como un órgano rector de la conducción del proceso de la 
reforma del Estado en México”.2

El artículo 12 de la ley establece que “los temas sobre los que deberán pro-
nunciarse obligatoriamente el Poder Legislativo, los Grupos Parlamentarios y 
los Partidos Políticos nacionales” son:

I.	 Régimen de Estado y Gobierno;
II.	 Democracia y Sistema Electoral;
III.	 Federalismo;
IV.	Reforma del Poder Judicial, y
V.	 Garantías Sociales.

El día 13 de abril de 2008 fue abrogada esta ley con fundamento en lo 
dispuesto por el artículo séptimo transitorio que establece que “la presente 
Ley para la Reforma del Estado concluirá su vigencia transcurridos doce meses 
calendario a partir de su publicación en el Diario Oficial de la Federación”.3 

Las consultas públicas y el conjunto de los trabajos realizados por la CENCA 
generaron expectativas mayúsculas en la población y en la clase política nacio-
nal. Lo cierto es que al concluir la vigencia de la Ley para la Reforma del Estado, 
los resultados alcanzados pueden ser calificados de menores. Esta experiencia 
mexicana ha demostrado al mundo entero que un Estado nacional no se re-
forma por disposición de ley y mucho menos en el breve período de un año. 

La CENCA nació con una fuerte limitación: al ser “especial” no podía elabo-
rar ni emitir dictámenes con proyectos de reformas y adiciones a la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. En la práctica llevó a que esta 
instancia legislativa se limitara a proponer la agenda en la materia y actuar 
como un importante espacio para llevar a cabo las deliberaciones y las nego-
ciaciones para que las fuerzas políticas nacionales pactaran las dimensiones de 
los cambios nacionales y su futura concreción en la labor legislativa. 

Pretender reformar un Estado nacional, en el breve período de un año, es 
una tarea prácticamente imposible. Recordemos que el ESTADO es una cons-
trucción histórica de largo alcance. La instauración de los Estados nacionales 
europeos se logró después de largos períodos históricos que pueden medirse 

2	 Artículo 2 de la Ley para la Reforma del Estado.
3	 Artículo Séptimo Transitorio de la Ley para la Reforma del Estado.
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en siglos. En el caso mexicano, fue un proceso histórico que arrancó con la 
independencia del país y que vio sus primeros frutos, bien definidos, hasta el 
porfirismo.

Es importante diferenciar entre los conceptos a) reforma del Estado, b) refor-
ma del régimen político y c) reforma electoral. Los tres son construcciones teóri-
cas e institucionales que cuentan con verdaderas particularidades que los hacen 
diferentes en sus significados lingüísticos, teóricos, empíricos y conceptuales.

La reforma del Estado se refiere a la posibilidad existente de modificar los 
elementos característicos de la forma, mediante la cual el Estado se estructura 
y materializa en una sociedad determinada. En la tipología existente de las 
formas de estado encontramos el Estado unitario, el Estado federado, el Estado 
confederado y el Estado de las autonomías.

México, al surgir como país independiente, adoptó como su forma de Es-
tado la república federal. Desde la fundación de la nación mexicana (hasta 
nuestros días) se han estado confrontando dos modelos de nación. Uno, aban-
derado por los liberales y, el otro, defendido por los conservadores. Esta dis-
puta por la nación, que inició en el siglo XIX, ha trascendido hasta el siglo XXI.

Es conveniente precisar que a estas dos posiciones históricas se ha suma-
do, a partir del último tercio del siglo XX, la llamada izquierda mexicana. Esta 
opción política es portadora de un modelo propio de nación, modelo que no 
acaba por ser bien definido.

Antes de abordar el análisis del proceso de la Reforma del Estado en Méxi-
co, es necesario dar la definición de Estado moderno.

Partimos de un hecho determinante: el Estado es un ente moderno y no 
debe confundirse con polis, civitas, regnum, imperium o respublica.

Ernest Wolfgang Böckenförde plantea que: “Para nuestra generación, vuel-
ve a entrar ahora en el patrimonio seguro de la conciencia científica el hecho 
de que el concepto de Estado no es un concepto universal sino que sirve sola-
mente para indicar y describir una forma de ordenamiento político que se dio 
en Europa a partir del siglo XIII y hasta finales del siglo XVIII o hasta los inicios 
del XIX, sobre la base de presupuestos y motivos específicos de la historia eu-
ropea, y que desde aquel momento en adelante se ha extendido –liberándose 
en cierta medida de sus condiciones originarias concretas de nacimiento– al 
mundo civilizado todo”.4

Por su parte, Pierangelo Schiera afirma que:

“…, el Estado moderno europeo aparece como una forma de organiza-
ción del poder históricamente determinada y, en cuanto tal, caracteri-
zada por una filiación que la hace peculiar y diferente de otras formas 
también históricamente determinadas y, en su interior, homogéneas de 
organizaciones del poder.

4	 Ernest Böckenförde, 2000, p. 71.
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El elemento central de tales diferenciaciones consiste, sin duda, en la 
progresiva centralización del poder por una instancia cada vez más am-
plia, que termina por comprender el ámbito entero de las relaciones 
políticas. De este proceso, basado a su vez en la afirmación concomi-
tante del principio de la territorialidad de la obligación política y en la 
progresiva adquisición de la impersonalidad del mandato político a tra-
vés de la evolución del concepto de officium, surgen los rasgos esen-
ciales de una nueva forma de organización política: el Estado moderno, 
precisamente”.5

Arnaldo Córdova asevera que: “El Estado moderno aparece como una entidad 
con existencia autónoma respecto de la sociedad y de los hombres. Sus elemen-
tos pueden ser perfectamente diferenciados de los elementos que son propios 
de otras instituciones sociales. No existe ninguna razón para verlo confundido 
con los demás elementos de la vida social. Él es el órgano del poder social, po-
der que también se sitúa por encima de la vida social. Su autonomía respecto 
de las formaciones sociales de todo tipo constituye su nota característica y su 
toque distintivo como organización moderna”.6

Cuando se ha instaurado el Estado en el sentido moderno, el poder político 
de dominación se ha separado de la propiedad privada. Es decir, el Estado se 
establece cuando se ha consumado la separación entre la vida pública y la vida 
privada.

Anthony Black platea que “El Estado es un orden de poder distinto de otros 
órdenes como el militar, religioso o económico, al que podemos llamar polí-
tico. Es una autoridad ejercida sobre un territorio definido y sobre todos sus 
habitantes. También constituye el monopolio del uso legítimo de la coacción 
física como señala Max Weber. Su legitimidad se deriva del interior de la comu-
nidad política, y no es delegada por una autoridad externa. Es un organismo 
o autoridad con algunas funciones morales (a diferencia de las meramente re-
presivas), como la imposición de la ley y el orden, la defensa de la justicia y los 
derechos, así como el fomento del bienestar común. Es un aparato de poder 
cuya existencia permanece independiente de aquellos que pueden tener su 
control en un momento determinado. Esta última es una función reconocible-
mente moderna del Estado”.7 

El Estado es una construcción histórica que ha requerido de siglos para 
conformarse y para evolucionar. Es sumamente difícil suponer que la clase po-
lítica mexicana, de la primera década del siglo XXI, logrará reformar la forma en 
que el Estado ha adoptado en México. De hecho, el Estado requirió de más de 
un siglo para instaurarse en México y todavía se encuentra en plena evolución.

Lo que la clase política mexicana denomina “Reforma del Estado” es, más 
bien, una “Reforma del Régimen Político”. Es decir, sin alterar en lo más mínimo 
5	 Pierangelo Schiera, 1984, p. 626.
6	 Arnaldo Córdova, 1976, p. 21.
7	 Anthony Black, 1996, p. 289.)
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la forma de Estado, se pretende reformar la manera mediante la cual las insti-
tuciones del Estado mexicano se relacionan entre sí. Realizar este tipo de refor-
ma es totalmente posible en el México del siglo XXI, pero reformar el Estado 
mexicano es una tarea para la cual nuestros gobernantes no están preparados.

1.1	 El contexto económico y social en México 
	 de cara a la reforma del Estado

Después de dos décadas (80 y 90 del siglo XX) de intensas reformas económi-
cas estructurales en América Latina, la región presenta un saldo de pobreza 
que en algunos países cobra una situación de alarma que pone a prueba la 
viabilidad del modelo de desarrollo económico adoptado.

A lo largo de los años noventa el debate económico internacional y re-
gional ha ido cambiando gradualmente de contenido. El énfasis inicial en los 
postulados del Consenso de Washington sobre ajuste macroeconómico y li-
beralización de los mercados ha ido dando paso a una visión más equilibrada, 
en la cual se postulan más instrumentos y objetivos más amplios para el pro-
ceso de desarrollo.

Sin dejar de lado la estabilidad macroeconómica y las ventajas de contar 
con mercados más abiertos, el mejor funcionamiento de dichos mercados y 
de las estructuras públicas se visualiza cada vez más como un instrumento 
complementario para buscar objetivos que, más allá del crecimiento econó-
mico, incluyan también la equidad y la cohesión social, la sustentabilidad am-
biental y el desarrollo democrático. 

De acuerdo con este enfoque, se argumenta que tras los avances logrados 
con las reformas estructurales en materia de estabilidad macroeconómica, aper-
tura externa y racionalización del Estado, se requiere una segunda y tercera olas 
de reformas. Pero éstas no pueden limitarse a una mayor liberalización de los 
mercados, sino que deben buscar pragmáticamente una interrelación entre Es-
tado y mercado que permita desarrollar tan extensa agenda. En algunos casos, 
puede ser además necesario corregir las reformas para responder a los vacíos 
en la primera ola de reformas que se han hecho evidentes en los últimos años.

Autores como Pedro-Pablo Kuczynski y John Williamson sostienen que so-
bre una estructura distributiva ya muy desigual, la crisis de la deuda, la liberali-
zación y la globalización han acrecentado enormemente el reto en materia de 
equidad. Uno de los grandes desafíos que enfrenta la región de América Latina 
y México es, por lo tanto, demostrar que el modelo de desarrollo es compatible 
con la corrección gradual de las grandes desigualdades sociales existentes.

De no lograrse este objetivo podrían deteriorarse las bases políticas de las 
reformas, que han sido sólidas hasta ahora en gran medida porque el retorno a 
la estabilidad macroeconómica ha sido visto como positivo por el conjunto de 
la población. Y lo que es igualmente grave, podrían surgir tensiones sociales 
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que dificultaran la gobernabilidad y erosionaran las bases de los consensos 
políticos que han permitido el fortalecimiento de la democracia en la región, 
sin duda otro de los grandes logros de los últimos años. A más largo plazo, 
las secuelas de las desigualdades y la pobreza podrían minar las bases de la 
competitividad sistémica, sobre las cuales descansan las posibilidades de de-
sarrollo en un contexto internacional cada vez más abierto.

La experiencia internacional muestra resultados sorprendentes en el mane-
jo de los riesgos sociales que trae consigo la globalización. La mayor apertura 
de las economías ha estado compensada en el pasado por una mayor protec-
ción social del Estado a la población. Lo anterior se ha reflejado en una relación 
positiva entre el grado de apertura y el tamaño del Estado. Ésta es válida, tanto 
para la OCDE como para una muestra amplia de 115 países, lo cual parecería 
indicar que la tensión distributiva generada por los procesos de apertura se 
abordó en el pasado intercambiando liberalización económica por mayor pro-
tección del Estado a través de una política social más activa.

El gasto social es, sin duda, el componente más importante a través del cual 
el Estado influye en la distribución del ingreso. Existe corroboración amplia de 
que el efecto del gasto social sobre la distribución secundaria del ingreso es 
significativo. La información disponible para América Latina sobre esta materia 
indica que, en términos absolutos, los sectores de mayores ingresos se bene-
fician más del gasto social. Sin embargo, como proporción de los ingresos de 
cada estrato, los subsidios que se canalizan a través de dicho gasto son mayo-
res para los sectores más pobres de la población. Este patrón global es el resul-
tado de los impactos distributivos muy diferentes de distintos tipos de gastos.

La focalización hacia los pobres (es decir, la proporción del gasto que se 
destina a los pobres en relación con la proporción de la población en estado 
de pobreza) es elevada para los gastos en salud, educación primaria y, en me-
nor medida, educación secundaria. Por el contrario, los gastos en seguridad 
social y en educación superior tienen una tendencia generalmente regresiva. 
Los gastos en vivienda se encuentran en una situación intermedia, ya que be-
nefician especialmente a estratos medios de la distribución del ingreso. Estos 
resultados indican que existe un amplio margen para mejorar la distribución 
del ingreso a través del gasto social, pero también para mejorar la focalización 
de este último. La forma en que esto se financie no es, por supuesto, irrele-
vante. Un financiamiento con impuestos directos tiende a ser más progresivo 
que un financiamiento con impuestos indirectos y, lo que es igualmente im-
portante, un financiamiento inadecuado, que se traduzca en aceleración de la 
inflación, puede contrarrestar los efectos distributivos favorables.

Existe un margen apreciable para conjugar la liberalización económica con 
una política social más activa, como parecen reflejarlo, por lo demás, los patro-
nes internacionales tradicionales. Es necesario entonces dedicar esfuerzos a re-
orientar el gasto público hacia el sector social, así como para focalizar el gasto 
social y maximizar sus efectos distributivos favorables. Algunos países pueden 



Francisco Javier Jiménez Ruizuuu 147

también inclinarse por una expansión adicional del gasto social financiada con 
mayores ingresos tributarios. 

La Reforma del Estado en México debe abordar los problemas de la mala 
distribución de la riqueza en la sociedad. La inequidad, característica de la re-
gión latinoamericana, está arraigada en estructuras distributivas altamente 
desiguales, en gran medida heredadas de etapas anteriores de desarrollo. Es-
tas estructuras reflejan la conjunción de factores educativos, ocupacionales, 
patrimoniales y demográficos.

1.2 Los temas de la agenda para la Reforma del Estado

La Reforma del Estado en México solamente es posible si se modifican los ele-
mentos estructurales que forman parte de la agenda nacional en esta materia.

Esta agenda está conformada por diez grandes rubros o apartados: 1. Refor-
mas al Poder Legislativo; 2. Reformas al Poder Ejecutivo; 3. Reformas en torno al 
equilibrio de poderes; 4. Derechos Humanos; 5. Reformas al Sistema Electoral 
y de Partidos; 6. Reformas al Poder Judicial; 7. Reformas para reforzar el Pacto 
Federal; 8. Organismos autónomos; 9. Reformas estructurales; y, 10. Reforma 
Política del Distrito Federal.

Estos diez grandes temas están constituidos por subtemas que son tan im-
portantes como los primeros. La reforma del Estado solamente es posible si 
se abordan todos los rubros aquí presentados y la labor debe llegar hasta sus 
últimas consecuencias.

Dada la complejidad de las tareas encaminadas a lograr la reforma del Esta-
do en México es conveniente plantearnos una pregunta nodal:

¿Es posible que los grupos parlamentarios del la LXI legislatura del Senado de 
la República logren acuerdos políticos que nos permitan prever la construcción 
de escenarios políticos favorables para llevar a cabo las reformas necesarias que 
le permitan a México hacer frente a sus retos históricos de mediano y largo plazo?

Robert Axelrod desarrolló la teoría de la complejidad de la cooperación en la 
cual se plantea: ¿Es posible que dos individuos egoístas cooperen cuando no 
existe una autoridad que los obligue a ello?

El autor responde que los individuos egoístas racionales, cuando se en-
cuentran ante la disyuntiva entre cooperar y no cooperar, optan por cooperar 
basados en un elemento fundamental: el interés.8 

El conjunto de leyes que se han legislado en el seno del Senado y las múlti-
ples modificaciones y adiciones a la Carta Marga constituyen un claro referente 
sobre las posibilidades reales existentes de que los grupos parlamentarios que 
conforman el Congreso de la Unión sean capaces de construir consensos en 
los temas más importantes del país y destrabar la llamada parálisis legislativa 
que se vivió en las últimas legislaturas.

8	 Robert Axelrod, 2010.
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Para comprender las posibilidades reales de lograr consensos, en la pre-
sente legislatura, es necesario que conozcamos su integración partidista y las 
posibles tendencias del comportamiento de las fracciones parlamentarias.

La actual composición del Senado determina una realidad insuperable: 
ningún partido político tiene la mayoría y por lo tanto el trabajo legislativo 
solamente podrá realizarse con base en grandes negociaciones que permitan 
lograr la mayoría de los votos necesarios para legislar.

2. 	 El contexto político nacional e 
	 internacional a principios de 2007

Las elecciones federales del 2 de julio de 2006 fueron cuestionadas en su trans-
parencia y en el actuar de imparcialidad por parte del Instituto Federal Electo-
ral (IFE) y por la excepcional resolución emitida por la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), a pesar de que ésta (la 
resolución) es producto de un estricto cumplimiento del proceso de legalidad 
dispuesto en la materia. El proceso electoral mexicano se encuentra dentro de 
la normalidad jurídica.

Por todo lo señalado anteriormente, podemos aseverar que el sistema elec-
toral mexicano ya está agotado y que es necesario que las fuerzas políticas na-
cionales trabajen en la construcción de uno nuevo. A cuatro años de vigencia, 
de la última reforma electoral mexicana (12 de noviembre de 2007), el sistema 
ya no opera de manera adecuada a las necesidades nacionales. México cambió 
y es necesario que sus actores políticos evolucionen para estar a la altura del 
nuevo país. 

La realidad es que Felipe Calderón Hinojosa rindió protesta como presi-
dente constitucional de los Estados Unidos Mexicanos el 1º de diciembre de 
2006 en la sede de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión en un 
ambiente inédito en la historia moderna de México.

Con respecto a la imagen pública del poder judicial de la federación ésta 
se encuentra dañada por motivos de corrupción y de falta de imparcialidad. La 
imagen de la Suprema Corte de Justicia de la Nación quedó dañada durante la 
presidencia del ministro Mariano Azuela a quién se le identificó, por parte de 
los miembros del PRD, con la derecha política mexicana.

Las principales instituciones del Estado mexicano cuentan con una imagen 
pública muy deteriorada. Los actores políticos pretendieron polarizar a la so-
ciedad, pero lo cierto es que la polarización es electoral y no en otros ámbitos 
de la vida nacional.

El argumento central de este ensayo está basado en los planteamientos de 
las teorías de la elección racional y, particularmente, en la metodología de la 
teoría de juegos desde la perspectiva del dilema del prisionero y del juego de 
la gallina:
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Las fracciones parlamentarias del Senado de la República, al igual que los 
jugadores racionales, realizan sus elecciones a partir del criterio de la mejor 
conveniencia. Esta última puede estar materializada bajo el principio de la más 
conveniente y acertada ganancia. En un esquema de cooperación y de informa- 
ción completa e incompleta9 los grupos parlamentarios buscarán adoptar 
acuerdos políticos que les permitan realizar su trabajo legislativo. Por su parte, 
cuando existen condiciones de excepcionalidad política buscarán generar los 
acuerdos que les permitan crear los fundamentos legislativos para llevar a cabo 
una reforma de Estado que tendrá como base un nuevo pacto político-social-
económico. Los grupos parlamentarios buscarán garantizar el principio de la 
mejor ganancia. Ésta puede ser equiparable tanto al mayor beneficio, como a la 
menor pérdida posible de legitimidad. Todo ello, en el contexto de un sistema de 
legalidad que favorece el acuerdo.

En 1965 se publicó, en los Estados Unidos de América, el libro de Bochenski 
titulado Los Métodos Actuales del Pensamiento y en 1966 se publicó el libro de 
Carl Hempel denominado La Filosofía de la Ciencia Natural. Con estas dos obras 
se logra un avance cardinal en las ciencias sociales. La obra de estos dos auto-
res tiene el propósito de sentar las bases para la instrumentación del método 
científico en las investigaciones realizadas en las ciencias sociales.

En las décadas de los años 30, 40 y 50 en la comunidad académica de los 
Estados Unidos de América y en la de la Gran Bretaña se dio un fuerte debate 
para esclarecer si efectivamente las llamadas ciencias sociales eran ciencias o 
no. Las opiniones se dividieron y fueron encontradas.

Un hecho trascendental ocurrió en 1944 cuando de manera simultanea se 
publicó en Londres y en Nueva York la histórica obra de Von Neumann y Os-
kar Morgenstern denominada The Theory of Games and Economic Behavior. Con 
esta obra nace formalmente la TEORÍA DE JUEGOS.   

Las primeras aplicaciones de la teoría de juegos en las ciencias sociales se 
dieron en el ámbito de la economía y a partir de la primera mitad de la década 
de los años 80 incursionó en el campo de la ciencia política con gran fuerza.

En la Gran Bretaña y en los Estados Unidos la teoría de juegos ha adquirido 
tal nivel de importancia que se ha convertido –junto con el resto de las teorías 
de la elección raciona– en la tendencia hegemónica en la ciencia política que 
se desarrolla en esos países.

La instrumentación de modelos matemáticos en la investigación, en el 
campo de las ciencias sociales, no es un tema novedoso. Autores como Emilio 
Durheim y Carlos Marx son grandes precursores en esta materia. Las experien-
cias de la actualidad se diferencian, de las desarrolladas por los precursores, en 
la forma como se utilizan los modelos matemáticos para generar conocimien-
to científico. En la actualidad la mayoría de los modelos matemáticos se utilizan 
en las fases técnicas de instrumentación de los Métodos de Control Operativos.  

9	 En Teoría de Juegos decir que un juego es de información completa e incompleta es decir algo acerca 
de qué se sabe sobe las circunstancias en las que se desarrolla el juego.
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El profesor Juan Prawda Witenberg asevera que “La teoría de la utilidad 
proporciona un modelo matemático que describe el comportamiento de 
un decisor racional en un marco de completa incertidumbre” y asevera que 
“para cualquier decisor racional existe una función numérica, llamada fun-
ción de utilidad, definida sobre los eventos de interés, cuya propiedad es que 
quien decide elegirá la alternativa asociada a su preferencia, cuando selec-
cione aquella acción que maximiza su utilidad esperada”.10 

3. 	 El modelo de los acuerdos políticos en la LXI 
	 legislatura del Senado de la República del 
	 H. Congreso de la Unión tomando como 
	 indicador fundamental los juegos esenciales:

Para dar respuesta fundada a la pregunta central de esta investigación es ne-
cesario que elabore un modelo matemático basado en la metodología de la 
teoría de juegos. El modelo pretende medir el nivel de probabilidad de que 
las fracciones parlamentarias del PAN, PRD y PRI logren construir los acuerdos 
políticos fundamentales que les permitan dar a México el nuevo diseño ins-
titucional para responder a los retos históricos de cara al siglo XXI. El modelo 
también pretende revelar las razones reales que llevarán a los actores políticos 
a cooperar.

El modelo opera de la siguiente manera:
Numeraremos a los partidos políticos que forman parte de la LXI legislatu-

ra del Senado de la República, de forma que N={1,2,..., i, ..., 3} representa el 
conjunto de las fracciones parlamentarias. El jugador no será necesariamente 
un individuo, sino que puede consistir en un colectivo caracterizado porque 
todos sus miembros persiguen unos objetivos comunes. Este sería el caso de 
la fracción parlamentaria de un partido político. Los diferentes elementos de 
un colectivo de esta naturaleza coordinarán sus acciones individuales en pos 
del objetivo común que les identifica e individualiza como jugador único.11

Los modelos que se van a describir se basan en dos hipótesis. La primera 
de ellas es que si algunos grupos parlamentarios i1, i2, ..., is juzgan convenien-
te para sus intereses individuales pactar para lograr acuerdos políticos S={i1, 
i2, ..., is} enriqueciendo así sus posibilidades estratégicas originales, podrán 
hacerlo sin que ninguna limitación o restricción pueda oponerse a la constitu-
ción de tal pacto. A priori, el conjunto de acuerdos que podrán formarse será 
P(N) ~ Æ lo que equivale, en un particular contexto, a afirmar que no existen 
leyes anti-pacto o anti-acuerdos. Existe pues una libertad negociadora total, 

10	 Juan Prawda Witenberg, 2000, p. 49.
11	 El modelo que aquí se presenta está basado en la obra: Francisco Javier Jiménez Ruiz, Ciencia Política 

y Teoría de Juegos. México, Universidad Nacional Autónoma de México-Facultad de Ciencias Políticas y 
Sociales, 2004, pp. 103.
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siendo una cuestión distinta la verosimilitud de tales acuerdos, y la estabilidad 
de un pacto ya formado. Llegado este punto, el lector debe reparar en la eleva-
da dosis de audiencia que la Teoría de Juegos manifiesta, desde sus orígenes, 
al intentar establecer modelos normativos para la negociación, la cooperación 
y demás aspectos complejos del comportamiento humano.

La segunda hipótesis sobre la que se basarán nuestros modelos es que 
existirá una utilidad transferible, tal como la legitimidad o cualquier otro bien, 
que pueda ser transferida de unos jugadores a otros, para atraerlos a un pacto 
político social cuando su colaboración sea estimada beneficiosa por los demás 
socios de dicha coalición. La redistribución de la cantidad de este bien a la 
que accedió el pacto en su conjunto, mediante una acción coordinada de sus 
miembros, permitirá en teoría satisfacer las aspiraciones de los mismos, garan-
tizando la estabilidad o equilibrio de dicha entidad de cooperación.

El cómo se procederá, en el seno del acuerdo, a regular esta redistribución, 
fijando las asignaciones individuales y arbitrando pagos compensatorios o in-
centivos, ha sido y es el caballo de batalla de esta teoría. En cualquier caso, 
una teoría normativa como la que se pretende elaborar tiene que descansar 
en hechos objetivos y verificables, como la situación estratégica real en la que 
se encuentran las fracciones parlamentarias de los partidos políticos, teniendo 
que hacer abstracción de aspectos tales como la habilidad negociadora de los 
mismos. Toda la Teoría de Juegos acepta como supuesto básico la hipótesis 
llamada de racionalidad individual, por lo que se admite que cada individuo 
ajustará su comportamiento al objetivo de maximizar la cantidad de esta utili-
dad que él pueda conseguir para sí.

Después de introducir el conjunto de las fracciones parlamentarias y de-
limitar el contexto en el que puede producirse la cooperación entre ellos, 
precisando las hipótesis en que se basará nuestra modelización del proceso 
cooperativo, resulta necesario introducir una medida de la utilidad que en un 
acuerdo S pueden conseguir mediante la adecuada coordinación de estrate-
gias individuales. Una medida así, que constituye en sí misma un índice del 
poder del acuerdo S, se conoce con el nombre de función característica, dado 
que se trata de una función

                                        
			   V: P(S)          R+			   [1]

El establecer los valores de la función característica v para un juego deter-
minado puede revestir considerable dificultad. En ocasiones se recurre a un 
planteamiento pesimista consistente en medir v(S) como la cantidad de utili-
dad que podría garantizarse S si los jugadores que no están en S se integraran 
a una coalición única N ~ S, enfrentada a S.

Resultaría un juego bipersonal en el que v(S) sería el valor de maximin para 
S (recordar este concepto de la Teoría de Juegos de suma-nula). Afortunada-
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mente, en algunas situaciones que describiremos v(S) no se inspirará en previ-
siones tan acentuadamente pesimistas.

Una vez introducida esta noción de función característica, procede impo-
nerle alguna condición que se corresponda con las propiedades que debe po-
seer esta cantidad v(S) de utilidad a obtener por S y distribuir entre sus miem-
bros. A parte del convenio obvio v(Ø) = 0, la única condición que en general 
suele imponerse a v es que sea una función superaditiva, es decir, si S ∩ T = Ø  
se tendrá que cumplir.

                                             V(S ∪ T) ≥ v(S) + v(T)                      [2]

Esta propiedad constituye una expresión formal del principio, comúnmente 
aceptado, de que “la unión hace la fuerza”. Por otra parte, de [1] y [2], el lector 
podrá deducir fácilmente la monotonía de v:

		  S      T  implica  v(S)  ≥  v(T)		  [3]

Una consecuencia de [3] es que la máxima utilidad accesible irá asociada con 
la colaboración máxima, es decir cuando todos los jugadores se integran en 
un acuerdo único, a saber, el pacto político social total N (que también implica 
acuerdo total), si bien es cierto que en una coalición grande se multiplican 
las tensiones internas, fruto de las demandas excesivas de sus miembros, que 
pueden hacer difícil la supervivencia de tal coalición. En lo que sigue, y mien-
tras no se advierta explícitamente lo contrario, supondremos que los jugado-
res, conscientes de que v(N) representa el máximo beneficio colectivo, no es-
tán dispuestos a renunciar a él, por lo que su interés es arbitrar un mecanismo 
justo de reparto de v(N).

Aplicando la superaditividad de forma reiterada deducimos:

                                          v(N)  ≥   Σ   v({i})
                                                       iЄN

De acuerdo con la definición dada para v(S), v({i}) representa la utilidad a la 
que puede aspirar i si se enfrenta en solitario al resto de los jugadores. Si para 
un determinado juego (N,v) se verifica la igualdad

                                            v(N) =   Σ   v({i})
                                                       iЄN

Se dice que v es inesencial.
Los diferentes sistemas de distribución de v(N) es lo que diferenciará a los dife-
rentes modelos propuestos. En lo sucesivo nos referiremos a un juego coope-

∪
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rativo, representándolo mediante el par (N,v) y asumiendo que v es supera-
ditiva. Algunas teorías recientes prescinden no obstante de la superaditividad, 
pero en mi opinión la plausibilidad de esta hipótesis es asumible en grado 
sumo.12 

3.1 Las asignaciones más estables: núcleo de un juego

Sea x=(x1,x2, ..., xi, ..., xn) un vector de asignaciones, en el que xi es la can-
tidad de utilidad asignada al jugador i. Un tal vector x recibe el nombre de 
imputación si cumple las dos propiedades siguientes:

                                        
		                 (i)       xi  ≥  v({i})                                    [4]

	 	 	     n
                                        (ii)    Σ   xi = v(N)                                   [5]
                                               i=1

La condición (i) establece que i no recibirá menos de lo que podría conseguir 
enfrentado al resto de los jugadores asociados en N ~ {i}. Por su parte (ii) indi-
ca que las asignaciones x determinan un reparto de la máxima utilidad v(N). 
Por E(v) se denota el conjunto de imputaciones del juego (N,v). El lector com-
partirá nuestra opinión de que las condiciones (i) e (ii) representan lo mínimo 
que se le debe exigir a un vector de asignaciones.

Para un juego inesencial sólo existe una imputación, a saber (v({i}), v({2}), 
..., v({n}). En estos juegos, de la cooperación entre jugadores no se deriva in-
cremento alguno de la utilidad colectiva. Para los juegos esenciales, que son 
aquellos en los que:

                                         
			   V(N)  >  Σ    v({i})     ,
                                                      iЄN

el conjunto E(v) es infinito, y se plantea la necesidad de distinguir entre las im-
putaciones, en base a algún criterio de prioridad. A pesar de su mayor comple-
jidad, son los juegos esenciales los únicos de interés en la teoría que estamos 
describiendo.

Dadas las imputaciones x e y, se dice que y domina a x en relación a S, si lo 
que representa y > s x, cuando se cumple:

                                         
			   yi > xi     ,      i Є S                               [6] 

                                         Σ    yi  ≤ v(S)                                          [7]
                                      i Є s

12	 M. A. Goberna, M.A., López, y J. T. Pastor, 2001, p. 20.

A
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[6] indica que los jugadores de S coincidirán en preferir y a x, mientras que 
[7] expresa que la reivindicación de y por parte de S no es abusiva.

Diremos que y domina a x,  y > x, si existe un acuerdo S tal que y > x.
Las imputaciones que inducirán una mayor estabilidad serán aquellas que 

no son dominadas por ninguna otra imputación. De acuerdo con esta idea, 
se propone como soluciones del problema de distribuir v(N) al conjunto de 
imputaciones no dominadas, al que se llama núcleo y está representado por 
C(v). Se tiene:

                      	 C(v) = {x Є E(v) : no existe y Є E(v) tal que y > x}

A través de la siguiente proposición se suministra una curiosa caracterización 
de las imputaciones del núcleo.

3.1.1 Teorema 1
El núcleo C(v) coincide con el conjunto de las imputaciones x que satisfacen la con-
dición adicional

        (iii)  x(S):=    Σ  xi ≥ v(S)  para toda coalición S     N           [8]
                            iЄs 

Demostración:
Razonando por reducción al absurdo, supongamos que x Є E(v) verifica (iii) y 
no pertenece al núcleo C(v). Existirá entonces otra imputación y tal que y > s 
x para una cierta coalición S. Entonces

                                        v(S) ≥        Σ   yi  >      Σ   xi   ≥   v(S)
                                                        [7]     iЄs       [6]   iЄs       [8]

con lo que incurrimos en una evidente contradicción.
Recíprocamente, si x Î C(v) y no satisface la condición (iii), existirá S Ì N y Î > 

0 tal que
                                        
			    Σ  xi = v(S) - Є
                                       	 iЄs 

Dada la superaditividad de v, si definimos
                               
			   ∞ := v(N)  -  v(S)  -       Σ        v({i})
                                                                i Є N ~ s

se cumplirá ∞ ≥ 0.
Siendo s = card(S), resulta evidente que el vector y de asignaciones

∪
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                                   Xi + Є/s                  ,       i Є S
                   yi = {
                                   v({i}) +   ∞/n-s       ,       i Є N ~ S

es una imputación que verifica y > s  x      
La condición (iii) indica que ningún subconjunto S de fracción parlamen-

taria de los partidos políticos, constituido en un acuerdo separado, puede ga-
rantizarse una cantidad de utilidad estrictamente superior a la que se le ofrece 
mediante x, a saber x(S). La aventura de tal escisión puede derivar, pues, en 
un perjuicio colectivo para los disidentes, constituyendo (iii) una garantía de 
estabilidad para x.

Desafortunadamente, el núcleo C(v) puede ser vacío, con lo que el intento 
de arbitrar como solución del juego (N,v) una imputación de C(v) se vería 
frustrado. Este es el caso de los juegos de suma constante.

Un juego (N,v) es de suma constante cuando para todo acuerdo S se verifica:
                                         
			   v(S) + v(N ~ S) = v(N)                           [9]

Para estos juegos la escisión de N en los bloques S y N ~ S no destruye utilidad, 
repartiéndose v(N) entre ambas coaliciones. 

En el caso de la LX legislatura de la Cámara de Diputados de México la 
máxima utilidad a obtener por parte de las fracciones parlamentarias es la LE-
GITIMIDAD, misma que puede ser distribuida de manera proporcional entre 
los diferentes jugadores participantes.

Comprobemos que para un juego esencial de suma constante C(v) = Ø. Si, 
por el contrario, existiese x Î C(v), se cumpliría:

                      
		  Σ       xj  	≥  v(N ~ {i})=   v(N) – v({i}) ≥ v(N) – xi
                          j Є N ~ {i}       [8]              [9]                    [4] ó [8]

Pasando xi al primer miembro resulta
                     
		  Σ   xj  ≥  v(N)
                            jЄN 

y como de hecho se da la igualdad, se tendrá xi = v({i}), lo que implica
                      
		  Σ   xi = v(N) =   Σ   v({i})
                     iЄN                   iЄN

y v sería inesencial.



Estrategia y práctica parlamentaria en un Congreso pluraluuu156

En otros juegos, el núcleo tiene un significado específico que puede ser, 
en ocasiones, cuestionable desde una perspectiva ética. Veamos un curioso 
ejemplo, que precisa de algunas definiciones previas.

(N,v) es un juego simple si los acuerdos se dividen en vencedoras, aquellas 
para las que v(S) = 1, y perdedoras, para las que v(S) = 0.

Si un juego simple es esencial, la coalición total N será vencedora.
Los juegos simples esenciales permiten modelizar las estructuras de poder 

en el contexto de un sistema de partidos o en el seno de una legislatura. Se 
presentarán interesantes ejemplos de juegos simples, poniendo en evidencia 
la potencialidad del análisis de los conflictos políticos basados en los instru-
mentos suministrados por la Teoría de Juegos Cooperativos.

En un juego simple se dice que i es un partido político veto si se requiere su 
concurso para “vencer”, es decir si v(N ~ {i}) = 0.

Supongamos, en primer término, que el juego no tiene partido político veto, 
encontrándonos en una situación éticamente confortable, puesto que la posibi-
lidad de ejercer el veto entraña un privilegio excesivo. Si ningún jugador es, pues, 
veto se cumple v(N ~ {i}) = 1, para todo i Є N. Para que x Є C(v), se ha de verificar

                      Σ   xj = v(N) = 1     y     Σ   xj  ≥  v(N ~ {i}) = 1,     i
                     jЄN                               j≠i                         

Deducimos xi = 0,     iЄN, con lo que x no podrá ser una imputación. En este 
caso, pues, C(v) = Ø.

Si, por el contrario, existe un conjunto V no vacío de partidos políticos veto, 
podemos constatar los siguientes hechos:

a. Si i Є V se cumple v({i}) = 0 (¿por qué).
b. Si card (V) ≥ 2 se verifica asimismo v({i}) = 0 con i Є V.

Esta afirmación resulta inmediata pues si j Є V ~ {i}, tendremos v({i}) ≤ v(N 
~ {j}) = 0.

c. Sea x un vector de asignaciones definido en los siguientes términos:
                                        
	                               xi = 0       ,     i Є V
                                        xi  ≥  0     ,     i Є V 	 }                      [10]
                                        Σ   xi = 1
                                       iЄV

En el juego que estamos desarrollando, los acuerdos son vencedores (o triun-
fadores) ya que los pagos finales son diferentes a cero; es decir, igual a 1. Si el 
valor del juego es =1 estamos hablando que todos los jugadores ganan y esto 

A

A
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es posible lograrlo cuando la solución del juego es un equilibrio bayesiano 
racional. El pago para cada jugador es un óptimo de Pareto y se materializa en 
un elemento fundamental: legitimidad.

Muchos teóricos de la corriente principal de la elección racional aceptan 
el principio del individualismo metodológico, que propugna que las explica-
ciones “de fondo” de los fenómenos sociales deberían partir de las creencias y 
objetivos de los individuos.

Los individuos racionales eligen, dentro de lo que es factible, una de las 
acciones o uno de los resultados que están en los puestos más altos de la lista 
de que disponen.

El equilibrio estratégico es la idea más importante (en la teoría de juegos) 
en aquellos juegos en los cuales es imposible un acuerdo vinculante entre 
jugadores.

4. 	 El juego de los acuerdos políticos en la LXI Legislatura 
	 del Senado de la República del Congreso de la Unión

4.1 Los jugadores

Para describir un juego necesitamos definir primero a los jugadores. El jugador 
es un individuo racional que ejerce su libertad de elegir y tomar decisiones. 
Para participar en el juego dispone de recursos, en sentido amplio; desde lue-
go, cuenta con distintas posibilidades de acción y también tiene preferencias. 
Estas preferencias pueden representarse numéricamente mediante una fun-
ción de utilidad, que es una forma de asignar un número a cada posible objeto 
de decisión, de suerte que aquello que más prefiera tenga números mayores; 
es, por lo tanto, una forma de ordenar esas preferencias.

La utilidad es lo que podemos considerar que se arriesga en el juego, y 
por ello se supone que el individuo racional, el jugador, se comporta como 
un optimizador de utilidad. Una función de utilidad adecuada para referirse a 
situaciones de riesgo es la función de utilidad esperada o de Von Newmann y 
Morgenstern.

Esta función establece que la utilidad es la suma ponderada de alguna fun-
ción del objeto de decisión (la legitimidad, por ejemplo) en distintos eventos 
aleatorios con sus respectivos resultados, y donde los ponderados son las po-
sibilidades de que ocurra cada evento.

En el juego sobre los acuerdos políticos en la LXI Legislatura del Senado los 
jugadores son los siguientes:

PAN.- Partido Acción Nacional.
PRD.- Partido de la Revolución Democrática. 
PRI.- Partido Revolucionario Institucional.
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4.2 Ordenación de Preferencias

Variable N° 1: referéndum (Reforma del Estado):

La variable referéndum nos permitirá modelar un juego que llevará el mismo 
nombre (en el fondo del asunto puede entenderse este juego como si fuese el 
llamado “Reforma del Estado Mexicano”).

Tabla de estrategias y ganancias
Estrategias Ganancias

Sí al Referéndum                                     = SR Variable
Sí al Referéndum con condiciones      = SRCC Variable
No al Referéndum                                   = NR Variable

PAN PRI PRD PVEM PT PC PANAL PASC
SR (7) SR (7) SRCC (7) SR (6) SRCC (7) SRCC (7) SRCC (7) SRCC (7)

SRCC (3) SRCC (3) SR (5) SRCC (3) SR (5) SR (5) SR (5) SR (5)

NR (1) NR (1) NR (1) NR (1) NR (1) NR (1) NR (1) NR (1)

Grupos de opinión PAN PRD PRI Total

Hipótesis A 48 27 25 100 %

Hipótesis B 45 29 26 100%

Como puede observarse, los partidos PT, PC, PANAL y PASC presentan una 
tendencia a comportarse estratégicamente de manera similar al PRD. Debido 
a esta situación y a que en las directrices establecidas para desarrollar este en-
sayo se establece que los jugadores solamente será tres: PAN, PRI y PRD, en lo 
subsecuente se procederá a trabajar con tres jugadores.

4.3 Dos hipótesis de contrastación empírica

Tomando como referente real los resultados electorales de las elecciones fede-
rales del 2 de julio de 2006 tenemos que los grupos de opinión se dividirían en 
sus presencias frente al PAN, PRD y PRI  de la siguiente manera:

Supongamos que se presentan a elección las tres opciones: SR, SRCC y NR 
concediendo igual peso a cada individuo en la decisión colectiva.
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Se decantarán a favor de SR los jugadores PAN y PRI, es decir 48 + 25 en la 
hipótesis A y 45 + 26 en la hipótesis B, con un total de un 73% de las personas 
a favor de esta opción en la hipótesis A y 71% en la hipótesis B.

Se decantará a favor de SRCC el jugador PRD; es decir, 27% en la hipótesis 
A y 29% en la hipótesis B. 

Ningún elector se decantará a favor de NR. Si los partidos políticos adop-
tasen esta estrategia estarían perdiendo una oportunidad histórica de poder 
incidir, de manera sustancial, en el proceso del cambio político en México. Tan-
to en la hipótesis A como en la B se obtendrá un total de 0% de las personas a 
favor de esta opción.

SR será la opción vencedora ya que obtendrá un mayor número de prefe-
rencias (entre un 71% y un 73%) que cualquiera de las otras dos opciones. 

4.4 Elecciones de dos en dos

Procederemos a someter a elección las tres opciones SR, SRCC y NR, pero no 
presentándolas simultáneamente como en el ejercicio anterior, sino de dos en 
dos; es decir, mediante elecciones sucesivas entre SRCC y SR, entre SR y NR y 
entre SRCC y NR.

4.4.1 Hipótesis A:
En la elección entre SR y SRCC, las personas identificadas con PAN y PRI eli-
gen SR, ya que esta opción está situada por delante de la opción SRCC en sus 
ordenaciones de preferencias, mientras que las personas identificadas con el 
PRD elegirán SRCC porque esta opción está situada por delante de SR en sus 
ordenaciones de preferencias. 

De acuerdo con la distribución numérica, que acabamos de adoptar, el re-
sultado es el siguiente: personas a favor de SR: 48 + 25 = 73; y personas a favor 
de SRCC: 27 + 0 = 27. Por lo tanto, la elección colectiva entre SRCC y SR, si cada 
persona cuenta por uno y nadie por más de uno, es SR.

Esta relación se expresa de la siguiente manera:
SR > SRCC > NR

4.4.2 La notación 
SR > SRCC > NR 

Con fundamento en esta notación puedo aseverar que la opción triunfante 
será SR (sí al referéndum). Posterior a ella, la segunda opción será SRCC (sí al 
referéndum con condiciones); en tanto que la tercera opción será NR (no al re-
feréndum). Posterior a este orden de preferencias se logrará una transitividad, 
con lo cual puedo advertir que en el caso mexicano, en las cuestiones puntua-
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les (como lo es el caso del referéndum) las opciones presentes en la agenda 
política nacional tienen altísimas posibilidades de triunfo.

El juego celebrado entre el PAN y el PRI tendrá un valor de: (7,7)
El juego celebrado entre  el PAN y el PRD tendrá un valor de (7,7).

Con base en los valores de los juegos anteriores, podemos aseverar que la op-
ción de aprobar la incorporación del referéndum a la constitución tiene gran-
des posibilidades de triunfo en el marco de la LX Legislatura de la Cámara de 
Diputados.

Las dificultades más grandes las tendrá el PAN frente al PRD, ya que le será 
más fácil negociar la reforma constitucional con el PRI.

5.	 Los juegos

5.1 Los juegos, sub-juegos y súper-juegos

Para poder aplicar la teoría de juegos en el proceso de negociaciones para 
lograr acuerdos políticos nacionales es necesario precisar ciertas cuestiones:

Primero.- Es necesario desarrollar múltiples juegos para explicar el proceso.
Segundo.- En cada juego, el jugador número 1 será el PAN y sus oponentes 

serán el PRI y el PRD.
Tercero.- Se modelará un total de x juegos.
Cuarto.- Debido a que la teoría de juegos exige la uniformidad de criterio 

para que agentes colectivos puedan ser considerados jugadores racionales, 
ello propicia que se realice una serie de sub-juegos porque la postura política 
de la dirigencia nacional de un partido político no tiene que coincidir plena-
mente con la postura de la fracción parlamentaria de ese mismo partido, tanto 
en la Cámara de Diputados, como en la de Senadores. 

Los sub-juegos estarán agrupados en 4 tipos diferentes: 1) los sub-juegos 
entre las fracciones parlamentarias de los 3 partidos políticos (PAN, PRI y PRD) 
en la Cámara de Diputados; 2) los sub-juegos entre las fracciones parlamen-
tarias de los 3 partidos políticos en la Cámara de Senadores; 3) los sub-juegos 
entre las dirigencias nacionales de los partidos político con sus propias fraccio-
nes parlamentarias en la Cámara de Diputados y Senadores; 4) los sub-juegos 
entre las fuerzas políticas internas de los partidos con la dirigencia nacional de 
los mismos para determinar las posturas de los partidos en el seno de la LX 
legislatura.

Quinto.- Se elaborará un superjuego en donde los jugadores serán todos los 
actores que intervienen en el proceso para lograr acuerdos.
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5.2 Los Juegos

A partir de la identificación de la Agenda Política Nacional procedemos a identifi-
car los principales juegos que van del número 1 (uno) hasta el número 11 (once):

Juego # 1: Diálogo Político. Juego # 2: Reformas al Poder Legislativo. Juego 
# 3: Reformas al Poder Ejecutivo. Juego # 4: Reformas en Torno al Equilibrio de 
Poderes. Juego # 5: Derechos Humanos. Juego # 6: Reformas al Sistema Elec-
toral y de Partidos. Juego # 7: Reformas al Poder Judicial. Juego # 8: Reformas 
para Reforzar el Pacto Federal. Juego # 9: Organismos Autónomos. Juego # 10: 
Reformas Estructurales. Juego # 11: Reforma Política del D.F.

Cada juego tiene una dinámica propia. De igual manera, los pagos en cada 
uno de ellos son diferentes en función del propio juego.

La fuerza política que más se beneficiaría de un eventual fortalecimiento del 
Poder Legislativo es el PAN junto con el PRD. Sin embargo, es justamente el PRI 
el partido político que presentará un reto mayor para el PAN en el proceso de 
negociaciones políticas. Las reformas constitucionales tendientes a fortalecer 
al Poder Ejecutivo federal beneficiarían a todas las fuerzas políticas nacionales; 
sin embargo, los principales jugadores que se beneficiarán serán el PAN y el 
PRD. Todas las reformas constitucionales que tengan como propósito lograr 
consolidar un equilibrio entre los poderes federales de la unión serán bien re-
cibidas y contarán con el apoyo de todas las fuerzas políticas. Este punto de la 
agenda política nacional debe ser altamente aprovechado. Este punto podría 
constituirse en el eje gravitacional que marcará la pauta para las demás ne-
gociaciones políticas con las fuerzas de la oposición. Las estrategias de nego-
ciación deberán ser estructuradas y formuladas con base en este punto de la 
agenda, ya que con ello se lograrán resultados altamente positivos para todos 
los jugadores. La defensa de los derechos humanos está considerada como un 
valor supremo en todas las sociedades humanas contemporáneas. Ninguna 
fuerza política se opondrá a diseñar instituciones que propicien su defensa y 
su inclusión en la Carta Magna. Todos los partidos políticos adoptarán como 
primera estrategia a SDH. La reforma al sistema electoral y de partidos políticos 
tiene posibilidades de avanzar, pero el nivel de probabilidad es bajo, de apenas 
un 55%. Las reformas al poder judicial tienen una probabilidad de más de 2/3 
de llevarse a cabo. Son altamente probables. Las reformas para reforzar el pacto 
federal serán altamente apoyadas por las fuerzas políticas con una probabilidad 
de 4/5. Las probabilidades de que se lleven a cabo reformas a los organismos 
autónomos son de un 55%. La probabilidad es positiva, pero baja. Las reformas 
estructurales presentan una probabilidad de realización de un 65% a un 75%. 
Se prevé un escenario difícil para su consumación. Las probabilidades de que 
se lleven a cabo las reformas para el Distrito Federal son de un 55%.
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5.3 La interpretación politológica

De acuerdo con los resultados que nos arroja la notación (del modelo simple 
de teoría de juegos) se concluye que durante la actual legislatura se logrará sa-
car adelante, con resultados pobres, los acuerdos políticos básicos para llevar a 
cabo la reforma integral de las instituciones y del Estado en México.

El PAN, el PRI y el PRD condicionarán los avances en la reforma del Estado a 
la satisfacción de garantías constitucionales que les de viabilidad como fuerzas 
políticas que aspiran a detentar el Poder Ejecutivo en la República.

En el escenario aparecerán nuevos actores políticos que definirán el cur-
so de la reforma del Estado. Las llamadas Agrupaciones Políticas Nacionales 
(APN´s) empezarán a ejercer grandes presiones políticas para obtener prerro-
gativas y financiamiento público como si fuesen partidos políticos. Evidente-
mente, estas fuerzas no son equiparables, tanto en tamaño como en fuerza, 
a los partidos; sin embargo, desempeñarán un papel de “chantaje político”, 
similar al que desarrollan los llamados “Catch all Party” europeos y los partidos 
“bisagra” de los sistemas parlamentarios.

A pesar de lo inminente de la reforma del Estado, la agenda que la integrará 
está aún por definirse. A continuación presentamos los principales capítulos 
de la misma. No olvidemos que los acontecimientos políticos que están por 
suscitarse serán determinados, en parte, por lo consolidado durante las últi-
mas siete décadas de vida política nacional.

Después de 71 años de régimen priísta, el trabajo que se tiene que realizar 
para consolidar una transición democrática es arduo e impredecible. La estruc-
tura de poder se asentó en un sistema político presidencialista, con predominio 
casi total de un partido hegemónico. Bajo estas condiciones se conformó un 
régimen político que subordinó el Estado de derecho al ejercicio del poder y con 
ello se vulneró el desarrollo del país y las condiciones de vida de sus habitantes, 
a pesar de contar en su haber con el período más consistente de crecimiento 
económico sostenido en la historia del México contemporáneo (1954-1982).

Lo que en el esquema republicano y democrático de la Constitución pudo 
dar lugar a una evolución democrática del Estado fue, por el contrario, un de-
sarrollo autoritario en el que el presidente, basado sólo en el ejército, primero, 
y en las corporaciones sociales organizadas por el propio régimen después, se 
convirtió en la regla para dar forma y controlar las normas políticas y jurídicas. 
Es decir, la autoridad presidencial se colocó por encima de la normatividad del 
Estado y la adaptó a las circunstancias, a las necesidades del grupo gobernante y, 
sobre todo, a los requerimientos de un ejercicio discrecional del poder político.13

Esta situación determinó que los últimos 20 años de la vida política hayan 
sido marcados por la referencia continua de los actores políticos a los desa-
justes existentes en (y los reajustes necesarios a) la Constitución política. A 
medida que fueron haciendo su aparición y se han fortalecido nuevas alter-

13	 Para un desarrollo pormenorizado de este argumento ver (Valdés 2002).
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nativas políticas encarnadas en grupos, movimientos y partidos políticos, el 
modelo político organizado en torno al eje centralista del presidencialismo fue 
rindiendo beneficios decrecientes hasta desembocar en resultados subópti-
mos desde el punto de vista del mantenimiento de la estabilidad política y la 
producción de otros bienes públicos.

A las preocupaciones por la política cotidiana generada por la decadencia 
del modelo autoritario se ha agregado una sobrecarga de asuntos relaciona-
dos con la organización del poder y la forma y eficacia de las instituciones del 
Estado. El creciente déficit de conformidad de los actores con éstas enrareció 
el ambiente para dilucidarlas, haciendo crecer poco a poco los costos de la 
negociación política.

En este marco las preguntas que surgen son básicamente tres: ¿Qué re-
formas son necesarias para lograr los equilibrios requeridos?, ¿qué factibilidad 
existe de llevarlas a cabo? y ¿qué consecuencias tendrían sobre la configu-
ración del proceso político el estancamiento actual o la modificación de las 
reglas vigentes?

5.4	 Los cambios que podrían alcanzarse una vez 
	 que se logren los acuerdos políticos básicos

Si se señala la ineficiencia del gobierno como principal problema, se tenderá a 
proponer reformas que tiendan a garantizar el gobierno efectivo,  y la rapidez 
de las decisiones. Una vez hecho realidad el “sufragio efectivo”, el desafío es el 
“gobierno efectivo” (el que no necesariamente será “efectivamente democrá-
tico”). Si, en cambio, el diagnóstico remite a deficiencias en el funcionamiento 
democrático del Estado, las respuestas tenderán a garantizar la extensión de 
los derechos, la distribución del poder y la generación de mecanismos alterna-
tivos de fortalecimiento de la representación.

Aquí, además del sufragio efectivo, se considera necesario un gobierno de-
mocrático efectivo, que solamente puede ser conseguido mediante una refor-
ma del diseño de sus instituciones fundamentales que es, a su vez, condición 
sine qua non de la consolidación democrática.

Un cabal ejemplo de la primera perspectiva la constituye la propuesta de 
volver, con pequeñas modificaciones, a la letra de la organización del gobierno 
de la Constitución de 1917.

Para Sartori,14 las constituciones son instrumentos de gobierno, no acuer-
dos políticos en torno a la justicia y al vínculo de ésta con la distribución del 
poder social mediante el Estado.15 Su objetivo es un gobierno efectivo y su 
principal indicador de éxito será la gobernabilidad del sistema. Por ello, no es 

14	 Giovanni Sartori, 2010, p, 327.
15	 Como lo sostiene John Rawls en su definición de “democracia constitucional” que implica una supe-

rioridad sobre la democracia puramente procedimental en la medida en que en la primera “las con-
cepciones de persona y sociedad son articuladas más completamente en la declaración pública de la 
Constitución y más claramente conectadas con los derechos básicos y las libertades que garantiza”.
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de extrañar que proponga cuatro reformas como solución para los problemas 
de diseño constitucional mexicanos. Estas son:

a.	 volver a la Constitución de 1917 para evitar inconsistencias, 
b.	 permitir la reelección de los diputados, 
c.	 establecer una segunda vuelta electoral para la elección presidencial, ce-

rrándole el paso a los partidos no representativos, y 
d.	 limitar y reforzar los poderes de la presidencia sobre el congreso y esta-

blecer el veto presidencial sobre las decisiones legislativas. Si el principal 
problema actual para la efectividad del gobierno mexicano es el des-
equilibrio de la relación entre el presidente y el Congreso, la solución es 
generar los cambios necesarios para que dicha relación funcione eficaz-
mente con un gobierno dividido o sin mayorías abrumadoras.

El principal inconveniente de esta propuesta es que no es convincente, desde 
el punto de vista de su suficiencia, para romper con el pasado autoritario. En 
aras de evitar sobrecargar la agenda con una reforma constitucional profunda 
que dificulte o retrase la toma de decisiones cotidianas,  no avanza en reformas 
necesarias para romper con formas institucionales que demuestren ser inope-
rantes cuando el objetivo es no solamente gobernar, sino gobernar efectiva y 
democráticamente; es decir, una democracia constitucional.

En relación con la perspectiva de construir esta última, la opción es una 
revisión profunda de la Constitución de 1917, a fin de adecuar el diseño insti-
tucional del gobierno, así como la declaración de derechos y garantías al ob-
jetivo de profundizar el proceso político democrático, sin perder de vista la 
efectividad del gobierno. Esta perspectiva asume que la democracia incluye 
entre sus dimensiones necesarias un componente esencial de justicia, que es 
base del acuerdo constitucional que le da origen.

El logro de este objetivo convoca a revisar:
La declaración de derechos y garantías. Sistematizar y explicitar el respeto 

irrestricto a los derechos humanos, la actualización de los derechos sociales y la 
incorporación de los denominados derechos de tercera generación: de las mi-
norías, ambientales, etcétera. Esta revisión implica además la revisión de las ins- 
tituciones encargadas de aplicar estos derechos.

Con respecto a lograr el equilibrio entre los poderes de la federación, en 
primer lugar, será necesario establecer reglas que incentiven a la cooperación 
entre el congreso y el Poder Ejecutivo, para evitar las situaciones de empate 
que demoran medidas necesarias para el país. En segundo lugar, permitiendo 
la reelección consecutiva de los legisladores de la Unión y de las entidades fe-
derativas, lo que redundaría en una mayor profesionalización y especialización 
de esta función, así como un incentivo para la mayor conexión de los represen-
tantes con la ciudadanía. 
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En tercer lugar, mejorando la procuración de justicia a partir de la distinción 
clara entre la facultad de acusar y la de juzgar, actualmente traslapadas (cons-
titucionalmente) entre el Ministerio Público y el Poder Judicial y, en cuarto lu-
gar, reformando el poder judicial en dos sentidos, fortalecerlo para reducir la 
injerencia de los otros poderes en sus ámbitos exclusivos de decisión y separar 
la potestad de revisión de la constitucionalidad de los actos de autoridad del 
ámbito del Poder Judicial para concentrarlos en un tribunal constitucional. 

Para lograr consolidar un verdadero federalismo será necesario otorgar a las 
legislaturas de los estados la facultad para darle a su entidad el régimen interior 
que más les convenga con las prescripciones de la Constitución Política como 
único límite, según lo establece el artículo 40 constitucional y lo impiden, con-
tradictoriamente, los artículos 115 y 116, también constitucionales, entre otros.

En materia electoral será necesario formular reglas que favorezcan la con-
solidación de la autoridad electoral, la mejor inserción de los partidos políti-
cos en todos los niveles de la vida pública y la ampliación de los canales de 
representación de la ciudadanía a través de la autorización de candidaturas 
independientes reguladas.

En el campo del manejo de la macro economía se requiere formular reglas 
que combinen la garantía de una economía abierta, con claridad en el cum-
plimiento de las obligaciones sociales y económicas del Estado, que hoy está 
muy lejos de satisfacer. En particular, subsiste en este terreno el grave aban-
dono por parte del Estado de crear condiciones adecuadas para establecer un 
sistema de cooperación justo, requerido esencialmente por una concepción 
de la democracia como democracia constitucional.

Las fracciones parlamentarias de los partidos políticos en el Congreso de la 
Unión deberán buscar establecer las reglas y procedimientos constitucionales 
que mejoren la legitimidad de las reformas a la Constitución y posibiliten el 
procesamiento eventual de un cambio de régimen político. Esto puede lo-
grarse, introduciendo el referéndum como parte del mecanismo de reforma 
constitucional, y mediante la especificación de cómo y bajo qué circunstancias 
se puede convocar a un nuevo Congreso constituyente.

Una vez descritos los elementos esenciales para instituir una democracia 
constitucional, la segunda cuestión a responder es la factibilidad del logro de 
la cooperación política necesaria para realizar una reforma del Estado de la 
magnitud requerida.

Las reformas que he señalado son factibles en este momento histórico de 
la república, según lo demuestra el modelo de teoría de juegos aquí desarrolla-
do. Por otra parte, una lectura descontextualizada del discurso de los principa-
les partidos políticos y actores relevantes podría resultar sorprendente, ya que 
como común denominador plantean, sin excepción, la necesidad de reformas 
constitucionales, variadas y con frecuencia amplias y profundas.
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La opción frente a la idea de los necesarios consensos totalizadores, es la 
búsqueda de un consenso sustantivo pero limitado. Consenso sobre las cues-
tiones fundamentales de principio en la reforma del Estado y las reglas para 
el procesamiento de los diferentes intereses sociales, antes que sobre cada 
uno de los temas de la vida política. El fundamento de principio de dicha pro-
puesta es a la vez el fundamento de la democracia constitucional: el respeto a 
los derechos fundamentales y la obligación, debidamente especificada, de su 
cumplimiento en un contrato político que gravite en torno a la justicia.

Como ha demostrado la corriente neoinstitucionalista de la economía y la 
ciencia política, el establecimiento de un sistema justo de cooperación cuyos 
resultados puedan ser beneficiosos para todos y cada uno, dependen, en gran 
medida, de las instituciones que articulen las interacciones entre los diferentes 
actores. Asimismo, crear o reformar las instituciones con tal finalidad implica el 
esfuerzo de reconocer las graves limitaciones de las instituciones vigentes que 
dé significado a la negociación política de la reforma y confiera liderazgo “de 
Estado” al gobierno al emprenderla.

Visto así el problema, el mantenimiento del marco constitucional actual o 
sus transformaciones mínimas, no generarán cambios significativos en la rela-
ción entre los actores y en los resultados de ésta, es decir, no cambiarán signi-
ficativamente los términos de la gobernación actual, débilmente democrática, 
para convertirla en una verdadera gobernación democrática.

El mecanismo de acceso al poder a través de elecciones limpias y competi-
tivas se está tambaleando y está fuertemente criticado después de las eleccio-
nes del 2 de julio de 2006. Por su parte, el Estado no se va transformando en el 
sentido de profundización de las formas democráticas de toma de decisiones. 
Por esta vía continuarán la falta de acceso a la justicia, los desequilibrios entre 
poderes, la tenue vigencia de los derechos humanos y las deficiencias del fe-
deralismo, entre otras.

En el mejor de los casos los cambios podrían derivar en una toma de deci-
siones más rápida y, en el peor de los casos, se mantendrá el status quo de ac-
ceso democrático a los despachos de gobierno pero con falta de cooperación 
entre los poderes y con parálisis recurrente del gobierno. En el primer caso 
tendremos, es cierto, un gobierno más efectivo, aunque no necesariamente 
más democrático. En el segundo, un gobierno paralizado, por ende un gobier-
no débil, y en el mediano plazo una gobernación vulnerable que producirá 
rendimientos decrecientes a la legitimidad del régimen.

La disyuntiva es clara: gobernación democrática débil o gobernación de-
mocrática consolidada en un verdadero estado de derecho. La primera opción 
se contenta con heredar buena parte de las distorsiones y sesgos que el auto-
ritarismo generó en el sistema institucional, es decir, se limita a la preservación 
conservadora de las instituciones vigentes, asumiendo implícitamente que es 
mejor cargar con las consecuencias de su mal diseño que hacer frente a un 
conflicto resultante de la voluntad de cambiarlas.
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En México se observa una clara tendencia a conducirse por un gradualismo 
minimalista en reformas puntuales. Este hecho confirma que en el proceso de 
cambio político de México no se están cumpliendo tres de las condiciones 
centrales de la consolidación democrática.

a.	 La primera es que las fuerzas que llegan al gobierno emprendan con 
éxito reformas del régimen que lo estructuren democráticamente, rom-
piendo así con el pasado autoritario.

b.	 La segunda es que el poder de los grupos autoritarios para convocar a 
una restauración se reduzca significativamente.

c.	 La tercera es la presencia de una cultura cívica democrática sólida.

En México ninguna de estas tres condiciones se cumple. No se ha empren-
dido con éxito una reforma del régimen que garantice la consolidación de la 
democracia, el partido autoritario sigue siendo una importante fuerza política 
(en los gobiernos municipales y estatales, en las legislaturas de los estados y 
en el Congreso de la Unión) y no ha dado los pasos para convertirse en un 
partido democrático, y la cultura cívica muestra, de acuerdo con las encuestas 
serias, que aunque hay una aceptación amplia de la democracia, el desconten-
to ciudadano va en aumento a causa de la prolongada crisis económica y de la 
percepción de que problemas graves como la corrupción persisten intocados.

En esa dirección la lentitud del cambio y la decisión de no tratar de inducir-
lo podrían llegar a hacer difícil el procesamiento de las exigencias sociales en 
aumento. El descontento resultante se va expresando en desconfianza y po-
dría traducirse en la convicción de que sería mejor volver atrás para encontrar 
en otra parte las respuestas que la élite gobernante no supo o no pudo ofrecer 
en la democracia.

6.	 Conclusiones

Existe un consenso general al señalar que en las últimas décadas el sistema po-
lítico mexicano ha sufrido transformaciones que han modificado sus caracte-
rísticas más sobresalientes, y que han incidido en la dinámica “tradicional” del 
proceso político mexicano. Los cambios ocurridos en distintos ámbitos del que-
hacer nacional han afectado las reglas de la convivencia política, las institucio-
nes que le dan sustento y la relación Estado-sociedad. Las mutaciones han sido 
de distinto carácter y de variadas intensidades. Sin embargo, todas han incidido 
en el contenido y forma del funcionamiento del sistema político mexicano. 

En este contexto, los actores han visto modificado sus espacios de acción 
política y sus recursos organizativos, lo que ha traído como consecuencia la 
renovación de sus estrategias para la consecución de sus objetivos políticos, 
económicos y sociales. La serie de transformaciones ocurridas en el país en las 
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últimas dos décadas han afectado la forma “tradicional” de relación entre los 
actores y el poder político, como entre los actores mismos. 

El caso más evidente ha sido en el ámbito de la economía, en donde los 
sectores empresarial y obrero han visto modificadas sus pautas tradicionales 
de convivencia, y de relacionarse con el Estado. Las nuevas formas organiza-
tivas y requerimientos de la conformación de la economía internacional, ade-
más del agotamiento del modelo de desarrollo económico seguido por el país 
desde los años cuarenta, determinaron grandes cambios en todos los órdenes 
de la vida nacional. 

En el ámbito político los actores han visto transformado su espacio de ac-
ción al grado de que han tenido que adoptar nuevas estrategias que corres-
ponden a las exigencias de la nueva realidad nacional. 

La llamada alternancia política celebrada en México a partir del 2 de julio 
del año 2000 y confirmada en la elección federal del 2 de julio de 2006 se cons-
tituye en un punto muy elevado del largo proceso de transformaciones políti-
cas, económicas y sociales que México ha experimentado desde la década de 
los años 60 del siglo XX. A partir de la fecha citada, nuestro país empieza a vivir 
un período de grandes cambios en la forma de hacer política; sin embargo, no 
podemos hablar todavía de la etapa de la consolidación democrática, ya que 
hasta el momento no se observa un panorama claro. 

Si bien existe una abundante bibliografía que intenta dar cuenta de los 
cambios ocurridos, no existe una lectura desde la perspectiva de la elección 
racional (rational choice) que intente explicar la naturaleza, características y es-
trategias de los diversos actores frente al cambio, por lo que es necesario iden-
tificar las estrategias en relación a esos cambios, exponer sus características y 
determinar sus resultados. 

Cabe mencionar que las transformaciones no han ocurrido de manera aislada. 
Éstas se incorporan en las modificaciones que ha tenido el entorno internacio-
nal. Gran parte de las mutaciones ocurridas no serían explicables sin los cambios 
ocurridos en el entorno internacional. Sin embargo, estamos lejos de señalar que 
los cambios internos han sido consecuencia directa del exterior. Más bien, las 
nuevas formas de articulación de las naciones en el contexto internacional han 
sido paralelas al surgimiento de nuevos actores dentro del sistema político mexi-
cano. Esto ha tenido consecuencias innegables, entre otras cosas, en la forma en 
que “tradicionalmente” se relacionaba la sociedad con el Estado y también en 
la forma en que los actores políticos se relacionan entre sí para lograr acuerdos.

El caso que estamos analizando nos permite comprender perfectamente 
que los actores políticos como jugadores racionales desarrollan estrategias 
que les permiten situarse en posiciones más fortalecidas para lograr acuerdos 
políticos que les favorece a ellos mismos y a sus competidores.

México ha llegado a la era de los acuerdos políticos. Los jugadores son in-
terpares que por sí solos son incapaces de llevar a cabo reformas constitucio-
nales en el seno del Congreso de la Unión. Para avanzar en la construcción del 
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México del siglo XXI no basta con una sola fuerza política. Es necesaria la parti-
cipación de todos los actores y la negociación y la cooperación es el escenario 
en donde desarrollan sus juegos políticos. 

De acuerdo con los resultados que nos arroja la notación (del modelo sim-
ple de teoría de juegos) se concluye que durante la LXI Legislatura se lograrán 
los acuerdos políticos que permitirán sacar adelante una reforma del Estado, 
sujeta a muchos condicionantes.

El PAN, el PRI y el PRD condicionarán los avances en la reforma del Estado a 
la satisfacción de garantías constitucionales que les de viabilidad como fuerzas 
políticas en crecimiento.

En el escenario aparecerán nuevos actores políticos que definirán el curso de 
la reforma del Estado. Las llamadas Agrupaciones Políticas Nacionales (APN´s) 
empezarán a ejercer grandes presiones políticas para obtener prerrogativas 
como si fuesen partidos políticos. Evidentemente, estas fuerzas no son equipa-
rables, tanto en tamaño como en fuerza, a los partidos; sin embargo, desem-
peñarán un papel de “chantaje político”, similar al que desarrollan los llamados 
“Catch all Party” europeos y los partidos “bisagra” de los sistemas parlamentarios.

A pesar de lo inminente de la reforma del Estado, la agenda que la integrará 
está aún por definirse. A continuación presentamos los principales capítulos 
de la misma. No olvidemos que los acontecimientos políticos que están por 
suscitarse serán determinados, en parte, por lo consolidado durante las últi-
mas siete décadas de vida política nacional:

La revisión del pasado. Las reformas necesarias. El equilibrio entre los 
poderes de la federación. El federalismo. La estructura político electoral. 
Las obligaciones económicas del Estado. Los procedimientos de refor-
ma constitucional. La factibilidad de las reformas. Las consecuencias de 
las reformas. Disyuntivas: a) cancelar el cambio; o b) propiciar el cambio 
con urgencia.

El panorama político del futuro inmediato se verá influenciado por dos fenó-
menos políticos de trascendental importancia:

a.	 El voto de los mexicanos en el extranjero; y,
b.	 El creciente abstencionismo en los procesos electorales venideros, eviden-

ciando el desgaste de las actuales estructuras de legitimidad del régimen 
político vigente y exigiendo la construcción de un nuevo régimen político 
auténticamente nuevo.

Una de las principales conclusiones a la que llega nuestra investigación es que si 
bien los resultados reportados por la CENCA son mínimos y endebles, ellos servirán 
de base para que los actores políticos nacionales continúen trabajando por lograr 
una verdadera reforma del Estado mexicano que comprenderá un período históri-
co que va del 13 abril de 2007 a finales del año 2018.



Estrategia y práctica parlamentaria en un Congreso pluraluuu170

Bibliografía

ARMBRUSTER, W. y BÖGE, W. “Bayesian game theory”. Game theory and related topics. Holland, O. Moeschlin y D. Palaschke 
Edts., 1997, 630 pp.

AXELROD, R. “Effective Choice in the Prisoner’s Dilemma”. Journal of Conflict Resolution, number 24, 1980. & AXELROD, R. 
“More Effective Choice in the Prisoner’s Dilemma”. Journal of Conflict Resolution, number 24, 1980.

AXELROD, R. “The Emergence of Cooperation Among Egoists”. American Political Science Review, number 75, 1981.
AXELROD, Robert. La Evolución de la Cooperación. Madrid, Alianza Editorial, 2001, 284 pp. Y, AXELROD, Robert. La Complejidad 

de la Cooperación. México, Fondo de Cultura Económica, 2005, 362 pp.
AXELROD, R. & DION, D. “The Further Evolution of Cooperation”. Science, number 242, 1988.
BANZHAF, J. F. III. “Weighted voting doesn’t work: A mathematical analysis”. Rutgers Law Review, number 19, pp. 317- 343.
BINMORE, Ken. Teoría de Juegos. Madrid, McGraw-Hill, 1995. 
BLACK, Anthony. Political Thought in Europe, 1250-1450. London, Cambridge University Press, 1996, p. 289.
BÖCKENFÖRDE, Ernest Wolfgang. Estudios sobre el Estado de derecho y la democracia. Madrid, Editorial Trotta, 2000, p. 71.
BOYD, R. & LORBERBAUM, J.P. “No Pure Strategy is Evolutionarily Stable in the Repeated Prisoner’s Dilemma Game”. Nature, 

number 327, 1987.
BRAMS, S.J. & HESSEL M. “Absorbing Outcomes in 2x2 Games”. Behavioral Science, number 27.
BRAMS, S.J. Game Theory and Politics. New York, Free Press, 1975, 470 pp.
CAÏS, Jordi. Metodología del Análisis Comparativo. Madrid, Centro de Investigaciones Sociológicas, 1997.
COLMAN, A.M. Game Theory and Experimental Games. Oxford, U.K., Pergamon Press, 1982.
COLOMER, Josep M. El Arte de la Manipulación Política. Barcelona, Editorial Anagrama, 1990, 460 pp.
CÓRDOVA, Arnaldo. Sociedad y Estado en el Mundo Moderno. México, Editorial Grijalbo, 1976, p. 21.
ELSTER, Jon. “Marxismo, Funcionalismo y Teoría de Juegos. Alegato a Favor del Individualismo Metodológico”. Zona Abierta, 

Nº 33, octubre – diciembre de 1984.
FRIEDMAN, J. W. Game Theory with Applications to Economics. New York, Oxford University Press, 1986, 645 pp.
GIBBARD, A. “Manipulation of voting schemes: a general result”. Econometrica, 41, 1983.
GIBBONS, Robert. A primer in game theory. London, Harvester Wheatsheaf, 1992, p. Xi.
GOBERNA, M.A., LÓPEZ, M.A. y PASTOR, J.T. La Cara Oculta de la Matemática. La Teoría de Juegos y Otras Aplicaciones. Valencia, 

Universidad de Alicante, 1991, 130 pp.
HARRIS, R.J. “Note on Howard’s Theory of Metagames”. Psychological Reports, number 24, 1968.
HEARD, Alexander. The Cost of Democracy. Main, Chapel Hill, University of North Carolina Press, 1960.
JONES, A. J. Game Theory. Mathematical Models of Conflict. Chichester, Ellis Horwood Limited, 1980.
LUCE, R.D. & RAIFFA, H. Games and Decisions. New York, John Wiley and Sons, 1957, 475 pp.
MACKIE, Tom & MARSH, David. “The Comparative Method”. In: MARSH, David and STOKER, Gerry (Edited by). Theory and 

Methods in Political Science. London, MacMillan Press Ltd, 1995.
MANHEIM, Jarol B. And RICH, Richard C. Empirical Political Analysis. Research Methods in Political Science. New York, Longman, 

Inc., 1990, 472 pp.
MANUEL GARCÍA, Conrado M. Juegos Finitos Iterados con Horizonte Estocástico. Madrid, Universidad Complutense de Madrid, 

1992. 
MARSH, David and STOKER, Gerry (eds.). Theory and Methods in Political Science. London, Macmillan Press Ltd, 1995, 420 pp. 
MAY, R.M. “More Evolution of Cooperation”. Nature, number 327, 1987.
MESTERTON-GIBBONS, M. “An Escape From the Prisoner’s Dilemma”. Journal of Mathematical Biology, number 29, 1991.
MORROW, James D. Game Theory for Political Scientists. London, MacMillan, 1998, 737 pp.
NEUMANN, John Von & MORGENSTERN, Oskar. Theory of Games and Economic Behavior. New York, John Wiley & Sons, 1944, 

641 pp.
NOWAK, M. “An Evolutionarily Stable Strategy Maybe Inaccessible”. Journal of Theoretical Biology, number 142, 1990.
OWEN, G. Game Theory. Second Edition. Orlando, Florida, Academic Press, 1982, 467 pp.
PARFIT, Derek. “Prudence, Morality, and the Prisoner’s Dilemma”. In: The Proceeding of the British Academy, Vol. LXV, 1999.
PLANO, Jack C. & MILTON, Greenberg. The American Political Dictionary. New York, Horcourt Brace Jovanovich, 1990. 
PRAWDA WITENBERG, Juan. Métodos y Modelos de Investigación de Operaciones. Volumen 2 Modelos Estocásticos. Méxi-

co, Editorial Limusa Noriega Editores, 2000, 1080 pp.
RAPOPORT, A. “Escape from Paradox”. Scientific American, number 217, 1967.
RAPOPORT, A. “Exploiter, Leader, Hero, and Martyr: the Four Archetypes of the 2x2 Game”. Behavioral Science, number 12, 

1967. 
RAWLS, John. La Justicia como Equidad. Madrid, Ariel, 2001, 379 pp.
ROBINSON, M. “Prisoner’s Dilemma: Metagames and Others Solutions”. Behavioral Science, number 20, 1975.
ROGERS, P.D. Nonzero-Sum Stochastic Games. Berkeley, Operations Research Center, University of California, 1969, 210 pp.
ROSE, R. “Comparing Forms of Comparative Analysis”. Political Studies, number 39, 1991, pp. 
SARTORI, Giovanni. Ingeniería Constitucional Comparada. México, Fondo de Cultura Económica, 2001, 327 pp.
SATTERTHWAITE, M. “Strategy-proofness and Arrow’s conditions: existence and correspondence theorems for voting proce-

dures and social welfare functions”. Journal of Economic Theory, 10, 1985.



Francisco Javier Jiménez Ruizuuu 171

SCHIERA, Pierangelo. “Estado Moderno”. En: BOBBIO, Norberto y MATEUCCI, Nicola. Diccionario de Política. México, Siglo XXI 
Editores, 1984, Segunda Edición en Español, p. 626.

SHAPLEY, Ll. “Stochastic Games”. Proceedings of the National Academy of Science, number 39, 1953.
SHUBIK, Martin. Game Theory in the Social Sciences. Concepts and Solutions. Cambridge, Massachusetts and London, The Mas-

sachusetts Institute of Technology, 1990, 461 pp.
SOBEL, M. J. “Noncooperative Stochastic Games”. Annals of Mathematical Statistics, number 42, 1971.
TAYLOR, M. Anarchy and Cooperation. London, Wiley, 1976.
WARD, Hugh. “The Theory of Rational Choice”. In: MARSH, David and STOKER, Gerry (eds.). Theory and Methods in Political 

Science. London, MacMillan, 1995, 360 pp. 




